
Informe elaborado en respuesta a la solicitud de información remitida por la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, para ser incluida en el informe del Relator Especial, sobre la resolución HRC 27/24, específicamente las buenas prácticas, experiencias y desafíos para la promoción, protección e implementación del derecho a participar en los asuntos públicos y políticos.
PRESENTACIÓN DEL URUGUAY
La República Oriental del Uruguay se sitúa a la margen izquierda del Río de la Plata y del Río Uruguay. Limita al oeste con la República Argentina, al noreste con la República Federativa del Brasil y tiene costas en el océano Atlántico al sureste y sobre el Río de la Plata hacia el sur. Su capital es Montevideo. 

La mayor parte de la población es de ascendencia europea, principalmente españoles, italianos y franceses, que en oleadas masivas llegaron a nuestro país a fines del siglo XIX y a principios del siglo XX. Dicho grupo representa, según datos del Censo de 2011, el 93,1% de la población del país. En cuanto a la población afro descendiente, esta representa el 8,1% y está fuertemente concentrada en la capital y en el norte del territorio nacional, fundamentalmente en las zonas fronterizas con la República Federativa del Brasil. Dicha población conforma, de este modo, la principal minoría étnico-racial del país en términos cuantitativos. En tanto, se calcula que la población con ascendencia indígena corresponde a 5% de la población del país, mientras que la población con ascendencia asiática corresponde a 0,5% y otras no especificadas un 0,2%
. El idioma oficial es el español y tal está como dispuesto por el artículo 5 de la Constitución de la República “todos los cultos religiosos son libres en el Uruguay. El Estado no sostiene religión alguna.”
Área territorial
Área total: 318.392 km2
Área terrestre: 176.215 km2 (± 64 km2)

Área insular en el Río Uruguay: 105 km2 (± 4 km2)

Área de aguas jurisdiccionales: Río Uruguay 528 km2 (± 40 km2)

Área de aguas jurisdiccionales: Laguna Merín 1.031 km2 (± 20 km2)

Área de aguas jurisdiccionales: Río de la Plata 15.240 km2 (± 20 km2)

Área del mar territorial: 125.057 km2 (± 9 km2)

Área del Rincón de Artigas: 237 km2 (± 6 km2)

Altitud media: 116,70 m.

Altitud máxima: Cerro Catedral en Sierra Carapé con 513,66 m.

Coordenadas: Latitud: -34º22'58"

Longitud: +54º40'26"

Características demográficas
:
	
	
	Montevideo
	   Interior

	Población total
	3.286.314
	  1.319.108
	1.967.206

	Hombres
	1.577.725
	     613.990
	   963.735

	Mujeres
	1.708.481
	     705.014
	1.003.467

	Porcentaje de la población total
	       100,0
	           40,1
	         59,9


Características económicas, sociales y culturales:
PIB Nominal (a precios actuales) año 2013: US$ 55.707.944.622

PIB per cápita (a precios actuales) año 2013: US$ 16.351
 
Tasa de actividad (julio-setiembre 2014): 64,3%

Tasa de empleo (julio-setiembre 2014): 60,1%
Tasa de desempleo (julio-setiembre 2014): 6,5%
Resultado de la balanza de pagos (millones de US$): 73,1
Monto de la deuda externa bruta año 2013(millones de US$): 22.861                                                                                                          
Índice de Precios al Consumo (promedio anual, base diciembre 2010 = 100) año 2013
: 123,45
Tasa de Analfabetismo de la población de 15 años o más, año 2012: 1,6%
Estructura del Gobierno

La sección IV de la Constitución de la República, bajo el título “De la forma de gobierno y sus diferentes poderes”, contiene varias secciones destinadas a regular los cometidos de los distintos poderes del Estado y sus relaciones entre sí. El artículo 82 dispone “La nación adopta para su Gobierno la forma democrática republicana. Su soberanía será ejercida directamente por el cuerpo electoral en los casos de elección, iniciativa y referéndum, e indirectamente por los poderes representativos que establece esta Constitución, todo conforme a las reglas expresadas en la misma”.
El Estado uruguayo es una República presidencialista subdividida en diecinueve Departamentos y ochenta y nueve Municipios. El Gobierno Central está compuesto por los tres poderes del Estado –Poder Ejecutivo, Poder Legislativo y Poder Judicial- en tanto sus órganos de Control son el Tribunal de Cuentas, la Corte Electoral y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

Ciudadanía
La sección III de la Constitución, consagra los principios referentes a la ciudadanía y el sufragio. Así, dentro del capítulo I de esta sección podemos encontrar aquellos referidos a la ciudadanía, esto es, la calidad que los habitantes de la República poseen cuando reúnen determinadas características y que los hace titulares de determinados derechos, deberes y garantías . En tal sentido, el artículo 73 señala que “los ciudadanos de la República Oriental del Uruguay son naturales o legales”.

El artículo 74 indica que los ciudadanos naturales “son todos los hombres y mujeres nacidos en cualquier punto del territorio de la República. Son también ciudadanos naturales los hijos de padre o madre orientales, cualquiera haya sido el lugar de su nacimiento, por el hecho de avecinarse en el país e inscribirse en el Registro Cívico”.   
Por su parte, el artículo 75 establece que tienen derecho a la ciudadanía legal: “A) Los hombres y las mujeres extranjeros de buena conducta, con familia constituida en la República, que poseyendo algún capital en giro o propiedad en el país, o profesando alguna ciencia, arte o industria, tengan tres años de residencia habitual en la República; B) Los hombres y las mujeres extranjeros de buena conducta, sin familia constituida en la República, que tengan alguna de las cualidades del inciso anterior y cinco años de residencia habitual en el país; C) Los hombres y las mujeres extranjeros que obtengan gracia especial de la Asamblea General por servicios notables o méritos relevantes.”

Este artículo, agrega que la prueba de residencia a la que refiere en los incisos anteriores “deberá fundarse indispensablemente en instrumento público o privado de fecha comprobada” y que “los derechos inherentes a la ciudadanía legal no podrán ser ejercidos por los extranjeros comprendidos en los incisos A) y B) hasta tres años después del otorgamiento de la respectiva carta”.
RESPUESTAS AL CUESTIONARIO

Respuesta a las preguntas 1, 6, 9 y 17
Unos de los pilares fundamentales en los que se sustenta el sistema democrático uruguayo, es el establecido a través del artículo 8 de la Constitución de la República al decir que “Todas las personas son iguales ante la ley, no reconociéndose otra distinción entre ellas sino la de los talentos o las virtudes”.
Este principio de igualdad absoluto es el que garantiza que la ley no hará distinción entre las personas, al tiempo que prohíbe la fundación de mayorazgos o que ninguna autoridad estatal puede conceder título alguno con nobleza, ni honores o distinciones hereditarias.   
Sobre el principio de igualdad referido, también descansa lo establecido en el artículo 76 al señalar que “Todo ciudadano puede ser llamado a los empleos públicos. Los ciudadanos legales no podrán ser designados sino tres años después de habérseles otorgado la carta de ciudadanía. No se requerirá la ciudadanía para el desempeño de funciones de profesor en la enseñanza superior”.

Dicho en otras palabras, la máxima norma nacional garantiza que todos los ciudadanos tienen la posibilidad de ejercer funciones en la actividad pública, sin restricciones, salvo la limitación temporal que se establece para los ciudadanos legales, pero que una vez sorteada está en pie de igualdad respecto a los ciudadanos naturales.

Por su parte, el artículo 77 de la Carta, establece que “Todo ciudadano es miembro de la soberanía de la Nación; como tal es elector y elegible en los casos y formas que se designarán.

El sufragio se ejercerá en la forma que determine la Ley, pero sobre las bases siguientes:

1) Inscripción obligatoria en el Registro Cívico.
2) Voto secreto y obligatorio. La Ley, por mayoría absoluta del total de componentes de cada Cámara, reglamentará el cumplimiento de esta obligación.
Así, a través de este artículo se consagra el derecho de poder elegir a las autoridades de la República a través de voto secreto, pero también el derecho de ser elegible para la conducción de los asuntos públicos.

El artículo 1º de la Ley Electoral Nº 17.113 de 18 de junio de 1999, que sustituye la redacción dada por el artículo 1º de la Ley Nº 7.812 de 19 de enero de 1925, establece que “Son electores todas las personas inscriptas en el Registro Cívico Nacional que por resolución ejecutoriada de la Corte Electoral estén comprendidos en el momento de la elección en la Sección "habilitados para votar". Se entiende por “habilitados para votar”, hojas electorales correspondientes a las inscripciones en el Registro Cívico Nacional que no hubieren sido impugnadas.
La inscripción en el Registro Cívico Nacional es obligatoria y está a cargo de la Corte Electoral, que es el órgano responsable de conocer en todo lo relacionado con los actos y procedimientos electorales, entre otras facultades. Para la inscripción se necesita: tener 18 años de edad cumplidos o a cumplirse en la fecha o antes de las elecciones departamentales; documento de identidad y partida de nacimiento. Éste, es un trámite gratuito.

Una vez efectuada la inscripción en el Registro Cívico, el órgano electoral le expide al futuro elector la Credencial Cívica, que es único documento que acredita en el acto de comparecer ante las comisiones receptoras de votos en los actos electorales, como lo son las elecciones nacionales, departamentales, internas de los partidos políticos, plebiscitos, referéndum, o ante las comisiones receptoras de adhesiones en los actos preparatorios del recurso de referéndum.
Por su lado, el Capítulo VIII de la Ley Electoral Nº 7.812 y modificativas reglamenta todo lo relativo al acto del sufragio: el  procedimiento a seguir por parte de los electores y la Comisión Receptora de Votos, garantías para el voto secreto, etc.
Respuesta a las preguntas 2 y 11
	A nivel de Gobierno nacional, la Constitución de la República establece los distintos requisitos que se deben reunir para acceder, mediante elecciones, a los cargos de mayor relevancia política como ser el de Presidente, Vicepresidente, Senadores y Diputados; a los cargos titulares de otros Poderes y dependencias del Estado designados por el Poder Ejecutivo y/o el Poder Legislativo, como ser el de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, integrantes del Tribunal de Cuentas y Directores de Entes Autónomos entre otros.

Así, el artículo 90 señala que para ser Diputado “se necesita ciudadanía natural en ejercicio, o legal con cinco años de ejercicio, y, en ambos casos, veinticinco años cumplidos de edad”; el artículo 98 indica que para ser Senador de la República “se necesita ciudadanía natural en ejercicio o legal con siete años de ejercicio, y, en ambos casos, treinta años cumplidos de edad”; el artículo 151 establece que el Presidente y Vicepresidente de la República “serán elegidos conjunta y directamente por el Cuerpo Electoral por mayoría absoluta de votantes. Cada partido sólo podrá presentar una candidatura a la Presidencia y a la Vicepresidencia de la República. Si en la fecha indicada por el inciso primero del numeral 9º) del artículo 77, ninguna de las candidaturas obtuviese la mayoría exigida, se celebrará el último domingo del mes de noviembre del mismo año, una segunda elección entre las dos candidaturas más votadas”. 
Asimismo, agrega que “Sólo podrán ser elegidos los ciudadanos naturales en ejercicio, que tengan treinta y cinco años cumplidos de edad”.

En cuanto a los Ministros de Estado, el artículo 174 establece que “La ley, por mayoría absoluta de componentes de cada Cámara y a iniciativa del Poder Ejecutivo, determinará el número de Ministerios, su denominación propia y sus atribuciones y competencias en razón de materia…” y que “El Presidente de la República adjudicará los Ministerios entre ciudadanos que, por contar con apoyo parlamentario, aseguren su permanencia en el cargo”.

En cuanto a los miembros de los Directorios y los Directores Generales que no sean de carácter electivo, el artículo 187 señala que “serán designados por el Presidente de la República en acuerdo con el Consejo de Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores, otorgada sobre propuesta motivada en las condiciones personales, funcionales y técnicas, por un número de votos equivalente a tres quintos de los componentes elegidos conforme al artículo 94, inciso primero”.

El artículo 208, establece que “El Tribunal de Cuentas estará compuesto por siete miembros que deberán reunir las mismas calidades exigidas para ser Senador”.

Por su parte, el artículo 235 señala que para ser miembro de la Suprema Corte de Justicia “se requiere: 1) Cuarenta años cumplidos de edad; 2) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con diez años de ejercicio y veinticinco años de residencia en el país.
Respecto a los miembros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, el artículo 308 indica que “Las calidades necesarias para ser miembro de este Tribunal, la forma de su designación, las prohibiciones e incompatibilidades, la dotación y duración del cargo, serán las determinadas para los miembros de la Suprema Corte de Justicia”.

A nivel de los Gobiernos departamentales, la Constitución también establece los requisitos para acceder a los principales cargo de representación departamental. 

Al respecto, el artículo 264 establece que “Para ser miembro de la Junta Departamental se requerirá dieciocho años cumplidos de edad; ciudadanía natural o legal con tres años de ejercicio y ser nativo del departamento o estar radicado en él desde tres años antes, por lo menos”, mientras que para ser Intendente, el artículo 267 señala que se requerirán las mismas calidades que para ser Senador, necesitándose, además, ser nativo del departamento o estar radicado en él desde tres años antes de la fecha de toma de posesión por lo menos.
Cumplidos con estos requisitos, cualquier ciudadano queda habilitado para poder presentarse a cargos electivos, no reconociéndose otras limitaciones legales. 
Respuesta a las preguntas 3, 5, 10 y 12
Tal como se ha hecho referencia ut supra, la Constitución de la República consagra la igualdad de todas las personas ante la Ley (artículo 8), que todos los ciudadanos pueden ser llamados a empleos públicos (artículo 76) y que también puede ser elector y elegible para ocupar cargos públicos.

A nivel legislativo, diversas normas se han adoptado para garantizar una participación equitativa en la actividad política. En materia de género, un avance significativo ha sido la Ley Nº 18.476 de 21 de abril de 2009 por la cual se declara de interés general la participación equitativa de personas de ambos sexos en la integración del Poder Legislativo, de las Intendencias Municipales, de las Juntas Departamentales, de las Juntas Locales Autónomas de carácter electivo, de las Juntas Electorales y en los órganos de dirección de los partidos políticos.

La cuota, establecida en su artículo 2º,  determina que “en toda elección de primer grado que se celebre para la integración de las autoridades nacionales y departamentales de los partidos políticos, se deben incluir, en las listas o nóminas correspondientes, personas de ambos sexos, en cada terna de candidatos, titulares y suplentes, en el total de la lista o nómina presentada. La presente disposición también regirá para las elecciones de segundo grado a efectos de integrar los respectivos órganos de dirección partidaria. A su vez, y para las elecciones nacionales y departamentales que se indican en el artículo 5º, cada lista de candidatos a la Cámara de Senadores, a la Cámara de Representantes, a las Juntas Departamentales, a las Juntas Locales Autónomas de carácter electivo y a las Juntas Electorales deberá incluir en su integración personas de ambos sexos en cada terna de candidatos, titulares y suplentes, en el total de la lista presentada o en los primeros quince lugares de la misma. El mismo criterio se aplicará a cada lista de candidatos, el titular y sus suplentes a las Intendencias Municipales”.

Otro ejemplo de medidas que garantizan la posibilidad de ocupar cargos en la Administración Central del Estado es la Ley Nº 18.651 de 9 de marzo de 2010 y su decreto reglamentario Nº 79/014 del 28 de marzo de 2014, a través de la cual se busca proteger en forma integral a las personas con discapacidad. En su artículo 49, la Ley establece que “El Estado, los Gobiernos Departamentales, los entes autónomos, los servicios descentralizados y las personas de derecho público no estatales están obligados a ocupar personas con discapacidad que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo en una proporción mínima no inferior al 4% (cuatro por ciento) de sus vacantes. Las personas con discapacidad que ingresen de esta manera gozarán de las mismas obligaciones que prevé la legislación laboral aplicable a todos los funcionarios públicos, sin perjuicio de la aplicación de normas diferenciadas cuando ello sea estrictamente necesario”.
En los últimos años grandes avances se ha constatado en la materia. El gobierno ha estado adoptando acciones afirmativas para la inclusión laboral de las minorías en la Administración Central, como ser las medidas para la población afrodescenciente  o la población trans a través de cuotas y capacitaciones. Los programas “Uruguay Trabaja”, “Yo estudio y Trabajo” y “Primera Experiencia Laboral” cuentan con cupos para el ingreso de población trans. A principios de 2014 se realizó un llamado único para el ingreso de administrativos a las oficinas centrales del Ministerio de Desarrollo Social -MIDES. Esta medida forma parte de un paquete que incluyó la capacitación de los funcionarios del programa Uruguay Trabaja para recepcionar a la población trans y facilitar su capacitación laboral e inserción social y la creación de cuotas para personas trans en los programas de formación e inserción laboral que lleva adelante el Instituto Nacional de la Juventud (INJU).

No obstante, se reconoce que aún queda mucho trabajo por hacer y en todo ello se está trabajando junto a la Sociedad Civil y otros actores para avanzar en la tarea. 


Respuesta a la pregunta 4

La larga tradición democrática en el Uruguay, la fortaleza de las Instituciones, las características de la clase política y de la sociedad civil, ha marcado un camino a seguir en la materia.

En tal sentido, los integrantes del gobierno y los legisladores reciben a diario a representantes de las Organizaciones No Gubernamentales de la Sociedad Civil, empresarios, ciudadanos y representantes de los Organismos Internacionales para recibir planteos  e intercambiar opiniones acerca de cuestiones en las que se encuentran trabajando. 

Esta colaboración entre los distintos actores, repercute en el bienestar general de la sociedad en el sentido de que las leyes suelen ser, en la mayoría de los casos, verdaderas soluciones a los temas en los cuales se procura atender.
Respuesta a la pregunta 7

No se ha obtenido información para responder esta pregunta. 

Respuesta a la pregunta 8

La Corte Electoral y los partidos políticos hacen llegar, a través de distintos medios, la información relativa al proceso electoral: disposiciones que regulan los actos electorales, información sobre las elecciones a llevarse a cabo, las hojas de votación y los lugares de votación, entre otros.

Asimismo, la Ley de Elecciones Nº 7.812 y modificativas es la que reglamenta todo lo relativo a los actos eleccionarios. En dicha norma se encuentran las disposiciones referidas a los Electores (Sección I), a los actos previos a la elección (Sección II), a las votaciones (Sección III), al escrutinio (Sección IV), a los recursos y nulidades electorales (Sección V), al contralor de los partidos políticos (sección VI), a las garantías electorales (sección VII) y, por último,  a disposiciones generales (Sección VIII).
En relación a las hojas de votación, el artículo 10 de la Ley 7.812 y modificativas dispone que “El sufragio se ejercerá por medio de hojas de votación, que deberán llevar impresos los nombres de los candidatos propuestos para cada elección y ser de papel común, de color blanco y de tamaño uniforme. La Corte Electoral determinará sus dimensiones cuarenta días antes de las elecciones”. 
Por su parte, el artículo 11 señala que “Las hojas de votación y las listas de candidatos insertadas en ellas, deberán distinguirse por la diversidad de sus lemas o en el caso de tenerlos, de sus sublemas o distintivos. Las autoridades electorales decidirán si las hojas de votación presentadas reúnen las condiciones requeridas para no inducir en confusión a los votantes. Dicha diversidad se señalara además, por número de orden que irán colocados encabezando las hojas de votación en caracteres claros de mayor tamaño, encerrados en un círculo. En cada período preelectoral los Partidos o agrupaciones políticas mantendrán el derecho de prioridad sobre el uso del número o números que hayan utilizado para distinguir sus hojas de votación en la elección nacional anterior. Igual derecho mantendrán las agrupaciones departamentales sobre el uso del número que hayan utilizado en la elección departamental anterior. Los Partidos o agrupaciones que deseen utilizar en una elección el mismo número usado en la anterior, deberán hacerlo saber así a las Juntas Electorales con cincuenta días por lo menos de anterioridad al del acto electoral. Vencido dicho término sin que se haya hecho la comunicación a que se refiere el párrafo anterior, la Junta Electoral podrá conceder los números sin excepción a cualquier otro Partido o agrupación que los hubiere solicitado por orden de presentación.-

En tanto, el artículo 12 refiere el orden en que irán colocados los nombres de los candidatos en las listas. Al respecto establece que deberán ser colocados “de alguna de las siguientes maneras: En una sola ordenación sucesiva, debiendo convocarse en caso de vacantes de cualquier de los titulares a los demás candidatos que no hubieran sido electos titulares, por el orden sucesivo de su colocación en la lista.- En dos ordenaciones correspondientes, una a los candidatos titulares y la otra a los suplentes, debiendo convocarse en caso de vacantes a dichos suplentes por el orden sucesivo de su colocación en la lista. En dos ordenaciones correspondientes, una a los candidatos titulares y otra a los suplentes respectivos de cada titular, debiendo convocarse en primer lugar a los suplentes correspondientes al titular cuya vacancia hubiera de suplirse y en segundo, a los demás suplentes de la lista en el orden establecido en el literal b. En dos ordenaciones correspondiente una a los titulares y otra a los suplentes respectivos de cada titular. Si la vacancia del titular fuera definitiva lo suplirá el primer titular no electo de la lista, siguiendo el orden preferencial descripto en el literal a. En esa circunstancia los suplentes respectivos serán los que ya suplían al titular que cesó. En cambio si la vacancia del titular fuera temporal, se convocará al suplente respectivo de la lista según el orden establecido en el literal c.- Los Partido Políticos podrán optar por cualquiera de estas fórmulas, debiendo comunicarlo a la Corte Electoral o a la Junta Electoral que corresponda al registrar sus listas y establecerlo con claridad en ellas, a cuyo efecto se denominará sistema preferencial de suplentes al literal a), de suplentes ordinales al del literal b), de suplentes respectivos al del literal c) y mixto de suplentes preferenciales y respectivos al del literal d). El número de candidatos titulares no podrá exceder al del de los cargos que se provean por medio de la elección para la cual se proponen los candidatos, salvo el caso del literal a) en el cual no podrá pasar el cuádruple de dicho número. El número de candidatos suplentes no podrá pasar del triple de los titulares”. 
Un sector de la sociedad cuya realidad no queda comprendida en las disposiciones referidas a la de las hojas de votación, es la de las personas no videntes. Como se mencionó en los artículos precedentes, dichas hojas deben tener características determinadas. Si no se cumple con ellas, la Corte Electoral tiene el deber de impugnarlas al momento de la inscripción o anular el voto –que contenga una papeleta que no cumple con la normativa vigente- al momento del escrutinio. Analizando entonces la normativa electoral, podemos concluir que el lenguaje braille no puede ser incluido en las hojas de votación. 
Si bien esta situación podría considerarse una limitación a la accesibilidad, como alternativa la Corte Electoral permite a las personas no videntes, que ingresen al cuarto de votación con alguna persona de su confianza para que le ayude a colocar la hoja de votación de los candidatos por los cuales desee votar.

Respuesta a la pregunta 13

Al respecto cabe mencionar lo establecido por los artículos 8, 76 y 77 de la Constitución de la República, a través de los cuales se garantiza la igualdad de todas las personas ante la ley, el derecho a ser llamado para ocupar empleos públicos así como el derecho de ser elector y elegible en todos los actos eleccionarios.

Asimismo, el Uruguay ha ratificado todos los instrumentos fundamentales de promoción y protección de derechos humanos y como tal, han cobrado fuerza de ley. 

Cualquier incumplimiento a estas normas, habilita a la víctima a iniciar las acciones legales correspondientes con todas las garantías del debido proceso.

No obstante ello, en el Uruguay no se ha registrado denuncias por parte de candidatos que hayan sido víctimas de discriminación,  acoso o violación a sus derechos de libertad de opinión, expresión, asamblea o asociación.
Respuesta a la pregunta 14

La Ley Electoral Nº 7.812 y modificativas, bajo el título “de las Garantías Electorales” establece una serie de disposiciones que aseguran al elector que su voluntad no será objeto de interferencias.

En tal sentido, el artículo 173 dispone que “Nadie podrá impedir, coartar o molestar el ejercicio personal del sufragio. Toda persona capacitada para ejercer el sufragio que se encontrare bajo la dependencia de otra, deberá ser amparada en su derecho de votar. Las autoridades y los particulares que tuvieran bajo su dependencia personas capacitadas para votar, deberán permitirles libremente el ejercicio personal del sufragio”. 

Por su parte, el artículo 174 establece que “Ninguna autoridad podrá detener o reducir a prisión a los ciudadanos capacitados para votar durante las veinticuatro horas anteriores a la clausura de la votación, salvo el caso de flagrante delito o cuando mediara mandato escrito del juez competente”.

El articulo 175 agrega que “En ningún caso podrá estorbarse el tránsito de los electores desde su domicilio hasta los lugares de votación no molestárseles en el ejercicio de sus funciones. Las autoridades electorales podrán recurrir al auxilio de la fuerza pública que deberá prestarlo de inmediato, en caso de comprobar la violación de este precepto”.

Con el objetivo de brindar al elector un tiempo de reflexión serena respecto a su decisión electoral, la Ley establece un período de veda en el cual se indican una serie de prohibiciones. 

Así, el artículo 176 dispone que “Durante las horas en que se realicen elecciones no podrán efectuarse espectáculos públicos en local abierto o cerrado, ni manifestaciones o reuniones públicas de carácter político. Tampoco podrá realizarse en la vía pública actos que procuren obtener adhesiones con cualquier finalidad o actos de propaganda proselitista. Esta prohibición no impide la entrega a los votantes de las hojas de votación, siempre que se efectúe a una distancia superior a los cien metros del local donde funcionen Comisiones Receptoras de Votos”.
Por su parte, el artículo 177 dispone que “Desde las veinticuatro horas anteriores a la clausura de la votación, hasta que termine ésta no podrán expedirse bebidas alcohólicas”.

A pesar de la prohibición establecida en los artículos 176 y 177, la Ley no establece ninguna sanción para quien incumpla la norma. Solamente se trataría de una pena moral.
Respuesta a la pregunta 15, 16 y 20
La Ley Nº 19.121 de 28 de agosto de 2012, Estatuto del Funcionario Público, establece los requisitos formales para ingresar a la función pública. Éstos son: “1) Cédula de identidad; 2) Ser ciudadano natural o legal en las condiciones establecidas en la Constitución de la República; 3) Los ciudadanos que hayan cumplido 18 años de edad antes del último acto electoral obligatorio, deberán acreditar el voto respectivo; 4) Carné de salud vigente, básico, único y obligatorio; 5) Inexistencia de destitución previa de otro vínculo con el Estado; 6) Inexistencia de inhabilitación como consecuencia de sentencia penal ejecutoriada”.
Al respecto del numeral 2, cabe recordar los artículos 74 a 77 de la Constitución de la República, los cuales fueron analizados en la primera parte del presente informe.
Los principios fundamentales y valores organizacionales sobre los cuales se sustenta la función pública, están dados por el artículo 4 de Ley de referencia, estableciendo que “El ejercicio de la función pública estará regido por un conjunto de principios fundamentales y valores organizacionales que constituyen la esencia del presente Estatuto, partiendo de la base de que los funcionarios están al servicio de la Nación y no de una fracción política, y que el funcionario existe para la función y no la función para el funcionario, debiendo servir con imparcialidad al interés general: 1) Mérito personal. La contratación, el ingreso y el ascenso de los funcionarios públicos, se basará en el mérito personal, demostrado mediante concursos, evaluación de desempeño u otros instrumentos de calificación. 2) Igualdad de acceso. El acceso a la función pública y a la carrera administrativa se realizará sin ningún tipo de discriminación basada en género, discapacidad, pertenencia a minorías, o de cualquier otra índole, sin perjuicio de los requerimientos necesarios para la función y de aquellas normas específicas de discriminación positiva. 3) Perfil del funcionario. La actitud y aptitud del funcionario público deben estar enfocadas a servir las necesidades de la comunidad. 4) Estabilidad en los cargos de carrera. El funcionario de carrera tendrá derecho a la estabilidad en el cargo siempre que su desempeño se ajuste a la eficiencia, a la eficacia y a los requerimientos éticos y disciplinarios del régimen de la función pública. 5) Adaptabilidad organizacional. Es la potestad de la Administración de adaptar las estructuras de cargos y funciones conforme a la normativa vigente y las condiciones de trabajo para atender las transformaciones tecnológicas y las necesidades de la ciudadanía. 6) Valores. El funcionario desempeñará sus funciones con transparencia, imparcialidad, buena fe, probidad, eficacia, eficiencia, responsabilidad, profesionalidad y ética en el ejercicio de la función pública. 7) Capacitación y formación. El Estado fomentará la capacitación y perfeccionamiento permanente de los funcionarios públicos, de acuerdo a las necesidades exigidas por los criterios de eficacia y eficiencia, para la obtención de una mejor gestión. Será considerada de fundamental importancia para el acceso a los cargos y/o funciones”. 
La inscripción para concursar en los llamados que hace el Estado uruguayo se realizan a través de “Uruguay Concursa” (www.uruguayconcursa.gub.uy) que es una Unidad perteneciente a la Oficina Nacional del Servicio Civil, cuya finalidad es crear y administrar el sistema de Reclutamiento y Selección para los organismos integrantes de la Administración Central. Cuenta para ello con un Sistema informatizado que permite procesar y automatizar diversas tareas inherentes al proceso de Reclutamiento. Este sistema tiene dos partes diferenciadas: una que contiene todas las tareas correspondientes al trabajo interno y otra, orientada al público, que permite publicar los llamados, recibir las postulaciones e informar resultados para cada etapa que se cumple. 
En el Portal se encuentran dos conjuntos de llamados:

Aquellos que son requeridos para los incisos 02 al 15 del Presupuesto Nacional, para las siguientes modalidades contractuales: Contratos de Arrendamiento de Obra, Temporal del Derecho Público, de Derecho Laboral, Becas, Pasantías y Provisoriato. Estos llamados son gestionados por la unidad Uruguay Concursa creada por resolución de la ONSC de fecha 20/10/2010, en atención a lo dispuesto por el Art. 127 de la Ley Nº 18.719 de 27 de diciembre de 2010 y su reglamentación a través del Decreto Nº 229/013 de 01 de agosto de 2013. La postulación a los mismos se realiza únicamente a través del Portal. Estos llamados se identifican con la numeración 0001 al 4999/20xx. 

Aquellos que refieren a otras modalidades contractuales o que son requeridos por el resto de los organismos públicos. Estos llamados son gestionados por los propios organismos convocantes y su publicación en este portal responde a la necesidad de cumplir con lo establecido por la ley 18834 de 04/11/2011 cuyo art.4º exige a todos los organismos públicos publicar sus llamados a concurso en el Portal del Sistema de Reclutamiento y Selección de la ONSC. Para estos casos, el organismo convocante puede publicar el llamado con el único propósito de difundirlo o bien requerir que las postulaciones se realicen a través de este Portal. Estos llamados se identifican con la numeración 5000/20xx y superiores.
En relación a las medidas adoptadas para asegurar el ingreso a la Administración Pública de minorías y personas con discapacidad, y tal como se señaló anteriormente, el Estado uruguayo ha adoptado una serie de medidas afirmativas atendiendo diversas realidades, como ser la de personas con discapacidad (Ley Nº 18.651 de 9 de marzo de 2010 y decreto reglamentario Nº 79/014 del 28 de marzo de 20149; normas para favorecer a la población afrodescenciente en las áreas Educativa y Laboral (Ley Nº 19.122 de 9 de setiembre de 2013 y su decreto reglamentario 144 de 22 de mayo de 2014);  o medidas afirmativas para la población trans a través de cuotas y capacitaciones, entre otros. 
Respuesta a la pregunta 18
Sí. Periodistas, defensores de los derechos humanos y organizaciones de la Sociedad Civil son libres de perseguir sus propósitos. Esto encuentra sustento en la Constitución de la República, bajo el título “Derechos, Deberes y Garantías” que consagra una serie de principios y derechos fundamentales que hacen a la esencia de la democracia del Uruguay.

Destacamos especialmente el artículo 29 que establece que “Es enteramente libre en toda materia la comunicación de pensamientos por palabras, escritos privados o publicados en la prensa, o por cualquier otra forma de divulgación, sin necesidad de previa censura; quedando responsable el autor y, en su caso, el impresor o emisor, con arreglo a la ley por los abusos que cometieron”.

Si bien se aprobó la Ley Nº 19.307 de fecha 29 de diciembre de 2014, por la que se regula la prestación de servicios de radio, televisión y otros servicios de comunicación audiovisual, ésta no supone una restricción a la Libertad de Expresión. Esta Ley contiene disposiciones relativas a los derechos de los prestadores de servicios de comunicación, de niños y adolescentes, de personas con discapacidad y de periodistas; disposiciones sobre publicidad y  promoción de la diversidad y el pluralismo y la producción audiovisual nacional, entre otras, tutelando el derecho a la libre expresión y el de acceso a la información.

Por su parte, el artículo 38 de la Constitución establece que “Queda garantido el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no podrá ser desconocido por ninguna autoridad de la República sino en virtud de una ley, y solamente en cuanto se oponga a la salud, la seguridad y el orden públicos”.

Asimismo, el artículo 39 dispone que “Todas las personas tienen el derecho de asociarse, cualquiera sea el objeto que persigan, siempre que no constituyan una asociación ilícita declarada por la ley”. 
Respuesta a la pregunta 19

Varias son las medidas, programas y talleres que se han adoptado y realizado con el objetivo de la promoción y educación en derechos humanos. Como ejemplo, cabe señalar la publicación confeccionada por el Ministerio de Desarrollo Social de la República, llamada “De la Equidad hacia la Igualdad – Las políticas sociales del gobierno nacional en el período 2010-2014”.

Dicha publicación contiene una compilación de los avances que se han dado a nivel de derechos y políticas sociales durante el presente período de gobierno. La misma, se encuentra disponible online en el sitio web del Ministerio de Desarrollo Social (http://www.mides.gub.uy/innovaportal/file/32099/1/14.10_-_de_la_equidad_hacia_la_igualdad.pdf ) y en diversas oficinas de servicios del Estado.
Asimismo, dado el estrecho trabajo conjunto que se da entre las Instituciones del Estado y organizaciones de la Sociedad Civil en distintas áreas, dichas organizaciones han sido eficaces canales de comunicación a la hora de hacer circular información y material educativo en derechos humanos.
� Se debe tener en cuenta que el sistema del Censo de 2011 permite a los encuestados reconocer ascendencias múltiples, lo cual explica que el porcentaje total supere el 100 por ciento, aunque también se incluyó la pregunta respecto a la ascendencia principal considerada por el encuestado.


� Instituto Nacional de Estadísticas. Censo 2011.


� Banco Mundial. Datos de 2013.


� Ibídem


� Instituto Nacional de Estadística. 2014. Actualizado trimestre julio-setiembre. 
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